En la Ciudad de Mar del Plata, a los 11 días del mes de setiembre del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-190-MP1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. AGUERRIDO OSCAR ROLANDO s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El Sr. Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Mar del Plata dictó resolución por la cual -entre otras cuestiones- otorgó y ordenó la traba de embargo sobre el dinero existente en las cuentas o activos que posea el ejecutado en las entidades bancarias y financieras, disponiendo además que -previo a ordenar las restantes medidas cautelares solicitadas por el Fisco- debían explicitarse los motivos en que se fundaran (fs. 12). 

II. A fs. 13/14 el Fisco provincial interpuso recurso de reposición con apelación en subsidio agraviándose de tal manda.

III. A fs. 15/16 el magistrado del apremio, luego de rechazar el recurso de revocación intentado, en una interpretación conjunta de los arts. 6 de la ley 13.406 y 5 de la ley 13.435 nada dice sobre la concesión del recurso interpuesto, elevando la causa a la alzada para que sea ella la que se pronuncie sobre la admisibilidad del remedio incoado. 


IV. Las actuaciones fueron elevadas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata (fs. 16 vta.), y luego recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A. (fs. 17). Puestos los Autos para Sentencia, corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1. Atento el modo en que fueron elevadas las actuaciones por el juez de grado, ¿es admisible el recurso de apelación interpuesto?


En caso afirmativo,


2. ¿Es fundado el recurso?


A la primera cuestión, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. El a quo procedió a elevar las actuaciones sin conceder el recurso interpuesto, en el entendimiento que el camino procesal que debía imprimir a la apelación contra la decisión adoptada respecto de las medidas cautelares que le fueran peticionadas resultaba el contemplado en el art. 6 de la ley 13.406, en cuanto dispone –según su propia y parcial cita- que “Con la información proveniente de cada cautelar, el Juez podrá de oficio o a pedido de parte, ... ..., resolver respecto del levantamiento o reducción de alguna de las medidas cuando resulte evidente la suficiencia de la cautela y pueda ocasionarse un perjuicio al demandado. ... El recurso se fundará en el mismo escrito de interposición y se concederá con efecto suspensivo para el supuesto en que el auto ordene el levantamiento o la reducción de alguna de las medidas...”. 

Partiendo de tal afirmación, sostiene que el sistema previsto para la apelación por dicha norma resulta novedoso en relación al que regía durante la vigencia del decreto ley 9.122/78 y del C.P.C.C., y que además encuentra su quicio en las regulaciones procesales propias de la alzada contencioso administrativa que cita (art. 2 de la ley 12.074 con la modificación introducida por la ley 13.405).


Manifiesta que la remisión contenida en el art. 25 de la ley 13.406 al Código Procesal Civil y Comercial no brinda solución alguna al trámite que debe imprimirse al recurso en análisis toda vez que no existe en este ordenamiento ritual ningún supuesto de apelación fundada, concluyendo en considerar aplicable lo estatuído por el art. 5 de la ley 13.435, norma que regula el trámite de apelación de las decisiones de los Juzgados de Primera Instancia de Ejecuciones Tributarias.


Sin perjuicio del razonamiento efectuado, aclara que en la especie, al no haber intervenido aún la contraparte, teniendo en cuenta la entidad de la decisión apelada y el carácter inaudita parte que caracteriza a los pronunciamientos sobre medidas cautelares, entiende innecesario sustanciar el recurso de apelación planteado.


Deja, entonces, en manos de la alzada expedirse sobre la concesión y admisibilidad del recurso.


II. No comparto la interpretación del inferior.

1. Tiene dicho esta Cámara que la concesión de un recurso de apelación –o su denegatoria-, cualquiera fuere el ordenamiento procesal aplicable, corresponde al juez de la instancia del que emana la sentencia o resolución apelada, sin perjuicio de que dicha tarea resulte complementada luego con el más exhaustivo examen de admisibilidad que deba practicar la alzada conforme las normas en juego (cfr. esta Cámara, in re P-335-BB1 “Asociación Médica de Bahía Blanca”, res. del 22-V-2008; in re R-361-MP1 “Sosa”, res. del 03-VI-2008).

No escapan a esta regla general los recursos de apelación que se deduzcan en el marco del proceso de apremio, habida cuenta que dicho régimen recursivo específico debe compatibilizarse con los principios y normas generales para aquel instituto, establecidos en el Código Procesal Civil y Comercial –ordenamiento que resulta de aplicación subsidiaria (conf. art. 25 ley 13.406)-.

De este modo, la tarea de conceder los recursos de apelación requiere de los jueces de grado que se constaten liminarmente sus requisitos de procedencia y resulta ser la contracara de las facultades que poseen dichos magistrados para denegar tales remedios cuando hayan sido interpuestos contra decisiones inapelables, de modo extemporáneo, carentes de toda fundamentación, o por quienes no reúnen la condición de parte o tercero interesado en el proceso (arts. 6 y 13 ley 13.406).

No obsta a lo expuesto que esta alzada practique luego un exhaustivo análisis sobre la procedencia del recurso, tanto en orden a su correcta concesión por el juez de grado, como al contenido y fundamentos de la pieza recursiva en particular (conf. arts. 260, 261, 271, 277 y ccs. del C.P.C.C.), entre otros parámetros.

Tal interpretación no sólo armoniza el régimen del recurso de apelación en el apremio con los principios generales del instituto receptados por el Código Procesal Civil y Comercial, sino también se justifica por razones de economía procesal, de mayor relevancia en la jurisdicción contencioso administrativa dada la competencia territorial regional asignada a las Cámaras de Apelación de este fuero (cfr. ley 12.074 y modif.). 

Además, sólo así pueden cobrar operatividad las previsiones de los arts. 275 y ss. del C.P.C.C., ya que el recurso de queja es un remedio procesal que -por la aplicación supletoria contemplada en el art. 25 de la ley 13.406- tienen a su alcance también los litigantes en el apremio.


Para más, cabe descartar la aplicación del art. 5° de la ley 13.435, norma a la que recurre el juez de grado, toda vez que dicho precepto no sólo fue previsto para el trámite de apelación de las sentencias que se dicten en un fuero hasta hoy no puesto en funcionamiento (cfr. doctr. C.S.J.N. Fallos 312:8), sino que –además- el examen de admisibilidad del recurso al que ella se refiere no es otro más que el propio de la competencia de la alzada respecto de todos los recursos de apelación que llegan ante sus estrados, no excluyéndose –en la especie- su previa concesión por el magistrado de la instancia, a quien el legislador le encomienda su sustanciación.

Por tales razones, pesa sobre los jueces de grado la tarea de conceder o denegar los recursos de apelación que, en el marco de un apremio, se interpongan contra sus sentencias o resoluciones, resultando improcedente la elevación de las actuaciones a la alzada sin que aquella carga jurisdiccional haya sido cumplimentada.

2. Ahora bien, la errónea inacción del juez de grado en lo atinente a la concesión del recurso no justifica adoptar una medida de reenvío a la instancia para que cumpla con aquello que omitió. 

Tal proceder desconocería el deber que como magistrados nos viene impuesto por el art. 34, inciso 5°, apartado e) del Código Procesal Civil y Comercial, más aún cuando es potestad de la Cámara, como juez final de los recursos ordinarios, decidir oportunamente sobre su procedencia formal (cfr. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, Sala II, in re “Orellano”, res. n° 822/98, del 8-X-98) y examinar todo lo relativo a la concesión del recurso (si quien lo dedujo es parte o tiene interés en su interposición, si ha sido deducido en término y si se lo concedió con el efecto que corresponde, entre otros conceptos), pues se trata de cuestiones en las que está comprometido el orden público por referirse a la jurisdicción y competencia funcional de la alzada, sin encontrarse ella obligada ni por la voluntad de las partes, ni por las resoluciones del juez de primer grado, por más que se encuentren consentidas (cfr. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata, Sala I, in re “Prato”, res. del 16-VII-96).

3. En tal marco, constatándose que el recurso de apelación articulado fue interpuesto por la apoderada de la parte actora, contra la providencia simple que causa gravamen irreparable, por ante el juzgado de origen, dentro del plazo reglado –conforme notificación por ministerio de la ley y cargo obrante a fs. 14-, y acompañado de argumentación -en cumplimiento de los recaudos previstos en el art. 6 de la ley 13.406-, propongo al Acuerdo conceder el recurso de apelación en relación, declarando asimismo su admisibilidad formal y la innecesariedad de sustanciación en razón de la ausencia de presentación de la contraparte (arts. 6 ley 13.406; 242, 243, 246, 260, 271 y ccdtes. del C.P.C.C.).

Voto a la primera cuestión por la afirmativa. 

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la primera cuestión por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. En lo que interesa para resolver el recurso de apelación interpuesto por el Fisco provincial, la resolución del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata decretó el embargo sobre el dinero existente en las cuentas o activos que posea la demandada en las entidades bancarias y financieras del país, disponiendo luego que para conceder las restantes cautelares –Inhibición general de bienes y embargo de Caja de Valores S.A.- solicitadas por el Fisco, éste debía indicar las razones en las que fundaba su petición; ello así según lo estatuído –a criterio del sentenciante- por el art. 6, párr. 3º de la ley 13.406.

2. A fs. 13/14 se presenta la apoderada fiscal apelando el mentado auto.

Manifiesta que desconoce si la demandada posee activos financieros sobre los cuales pueda hacerse efectiva la traba de embargo dispuesta judicialmente, siendo ello el motivo por el que se solicitó conjuntamente la inhibición general de bienes.

Transcribe el art. 6 de la ley 13.406 y razona que el Fisco puede solicitar varias medidas cautelares y el Juez debe ordenarlas. 

Resalta que a la fecha del recurso –y hasta tanto llegaran los informes de los bancos del sistema financiero- se desconocía la existencia de dinero depositado en las cuentas de la demandada.

Solicita, por ello, la revocación del resolutorio en la parte impugnada y se ordene la inhibición general de bienes del demandado.

II. Lleva la razón el apelante.

1. La actual redacción del artículo 6 de la ley de apremio -que regula el régimen cautelar judicial- en su primer párrafo, faculta al Fisco a solicitar toda medida cautelar y establece que el juez debe disponerlas sin más recaudos ni necesidad de acreditación del peligro en la demora. Párrafos seguidos indica que “con la información proveniente de cada cautelar, el juez podrá de oficio o a pedido de parte … resolver respecto del levantamiento o reducción de alguna de las medidas cuando resulte evidente la suficiencia de la cautela y pueda ocasionarse un perjuicio al demandado”.

De esta manera, el sistema ideado por el legislador bonaerense a fin de garantizar la eficacia del futuro y eventual mandato judicial –que en el caso, sería el cobro del crédito fiscal en ejecución- prevé dos etapas y modos en la apreciación judicial del pedimento cautelar. 

Así, frente al pedido formulado en el escrito de inicio por el Fisco de más de una medida precautoria, el juez de apremio responde a lo solicitado ordenando las cautelares solicitadas, practicando un examen limitado de su procedencia en cuanto a la correcta individualización del sujeto pasivo de la obligación tributaria para evitar el decreto y traba de cautelares respecto de quien no resulta ejecutado en el apremio. Tal restringida actividad jurisdiccional encuentra su quicio en la inaplicabilidad del art. 204 del C.P.C.C. a los juicios de apremio, conforme estatuye el art. 6°, primer párrafo “in fine” de la ley 13.406. 

Diligenciados los respectivos intrumentos de decreto y traba de las precautorias y producidos los informes pertinentes por los sujetos o entidades requeridas, el magistrado del apremio está llamado a reeditar el examen cautelar, practicando esta vez una evaluación –de oficio o a pedido de parte, si el ejecutado así lo requiera- más profunda en pos de constatar si el decreto y traba oportunamente ordenado puede ocasionar un perjuicio para el demandado al detectarse un exceso de garantía frente al crédito fiscal ejecutado (art. 6 párrafo quinto ley 13.406). Cierto es que previo a la adopción de cualquier decisión de levantamiento o reducción de las cautelares previamente decretadas, el juez del apremio debe conceder traslado al Fisco por el término de cinco (5) días –notificándolo personalmente o por cédula- para que se expida sobre los resultados obtenidos en la traba de las mentadas cautelares y/o sobre el pedido del ejecutado persiguiendo el levantamiento o sustitución de las medidas oportunamente decretadas (cfr. art. 6 cit.).

Éste y no otro es el esquema normativo que rige la materia, de cuya conveniencia o inconveniencia no cabe a los jueces pronunciarse, salvo –aclaro- que medie un expreso pedido de inconstitucionalidad y la invalidez de la norma así sea resuelta a tenor de los parámetros que para resolver la mentada tacha exigen tanto la Corte Suprema de Justicia de la Nación (cfr. in re “N.340.XL Nuevo Cómputo S.A. c. Administración Federal de Ingresos Públicos s. Daños y Perjuicios”, sent. de sent. del 18-VI-2008 y sus citas) como el Alto Tribunal provincial (cfr. causa I.2223 “Medipharma S.A.”, sent. del 4-VI-2008, por mayoría).

2. Sentado lo anterior, los agravios del apelante patentizan un apartamiento del juez de grado del precepto aplicable en el tema examinado.

Lo resuelto en el punto 3 del auto de fs. 12 –primera intervención del juez del apremio en la causa- importa supeditar la traba de la adicional medida cautelar requerida a un anticipado proceso de evaluación sobre su pertinencia, alcance y, en todo caso, suficiencia, camino procesal que no encuentra anclaje normativo en el precepto que resulta de aplicación. 

Cierto es que los jueces como directores del proceso pueden efectuar señalamientos a las partes que tiendan a subsanar deficiencias en los pedimentos [art. 34 inciso 5°, apartado b) del C.P.C.C.], objetivo para cuyo cumplimiento cuentan con facultades ordenatorias e instructorias (art. 36 del C.P.C.C.). Empero, el límite a tales potestades está dado por el respeto irrestricto a las normas que rigen el proceso. Carecen los jueces, entonces, de la facultad de prescindir o sustituir los procedimientos legales por otros diferentes, fundándose en el simple juicio desfavorable que pueda aquéllos merecerles o en la conveniencia que atribuyan a los que pretendan introducir (cfr. doct. Causa 95.589, “Acevedo, María de Luján c/ Tricerri, Alfredo J. s/ Beneficio de Litigar sin gastos”, Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro, Sala II, Resolución RSI-169-4, del 16-III-2004).

Para más, presumir que el pedido de embargo sobre cuentas bancarias y activos financieros supone el conocimiento del Fisco sobre la existencia de bienes embargables en ellos –como lo hace el juez del apremio a fs. 18 para fundar más luego su decisión de no otorgar la inhibición general de bienes conjuntamente peticionada por el ejecutante-, importa adelantarse al resultado de la diligencia y avanzar indebidamente al segundo estadío de evaluación previsto por el art. 6° de la ley 13.406 sin haber permitido que la primera etapa del examen cautelar –con el alcance expuesto supra- se haya perfeccionado dentro del marco reglado por la norma.    

El carácter subsidiario que el magistrado le asigna a la inhibición general de bienes sobre el embargo (cfr. fs. 18) también resulta un juicio prematuro bajo el esquema normativo referido. Es que tal subsidiariedad fue predicada por el a quo antes de verificar la imposibilidad de encontrar bienes embargables del apremiado o frente al hecho de su insuficiencia para cubrir el crédito ejecutado, circunstancias sólo constatables luego de cumplido el primer estadío del esquema cautelar reglado por el art. 6 de la ley 13.406. Y de configurarse alguno de aquellos supuestos, la inhibición general de bienes –en vez de subsidiaria-, devendría para el caso excluyente o complementaria según el caso. 

Razones de economía procesal dimanan del régimen adoptado por el legislador en el art. 6 analizado. En efecto, una vez decretadas todas y cada una de las medidas cautelares requeridas por el Fisco, ello permite avanzar en la garantización del crédito fiscal ejecutado, quedando luego habilitado el juzgador a readecuar aquellos decretos y trabas cuando –de los informes suministrados por las personas o entidades requeridas- se advierta la injustificada demasía en las arras.  

Entonces, la excesiva prudencia jurisdiccional que prima facie parece nutrir lo resuelto en el punto 3 del auto de fs. 12 no impide visualizar un inmotivado apartamiento normativo, sin razón valedera que lo sustente, causal suficiente para disponer su revocación por esta alzada al mediar arbitrariedad (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 312:409; 323:2367; 329:2897). 

III. Si lo expuesto es compartido, propongo acoger el recurso de apelación interpuesto, revocando el punto 3 del auto de fs. 12, ordenando la devolución de las actuaciones al juez de la instancia para que proceda de conformidad con lo que aquí se decide. Las costas de la apelación se deberán fijar por su orden, al no mediar contradicción (art. 25 ley 13.406 y 68 del C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la misma cuestión por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Conceder el recurso de apelación en relación, declarando asimismo su admisibilidad formal y la innecesariedad de sustanciación en razón de la ausencia de presentación de la contraparte (arts. 6 ley 13.406; 242, 243, 246, 260, 271 y ccdtes. del C.P.C.C.).

 
2. Revocar el punto 3 del auto de fs. 12 (art. 6 ley 13.406), ordenando la devolución de las actuaciones al juez de la instancia para que proceda de conformidad con lo que aquí se decide. Las costas de la apelación se fijan por su orden, al no mediar contradicción (art. 25 ley 13.406 y 68 del C.P.C.C.). 

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo, María Gabriela Ruffa, Secretaria
